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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
18598 Real Decreto 1710/2011, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real 

Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia 
en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de 
otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.

La Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, 
relativa al derecho de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias a 
circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros, por la que se modifica 
el Reglamento (CEE) n.° 1612/68 y se derogan las Directivas 64/221/CEE, 68/360/CEE, 
72/194/CEE, 73/148/CEE, 75/34/CEE, 75/35/CEE, 90/364/CEE, 90/365/CEE y 93/96/CEE, 
regula el derecho de entrada y salida del territorio de un Estado miembro, el derecho de 
residencia de los ciudadanos de la Unión y de los miembros de sus familias, y los trámites 
administrativos que deben realizar ante las autoridades de los Estados miembros. Asimismo, 
regula el derecho de residencia permanente, y finalmente establece limitaciones a los 
derechos de entrada y residencia por razones de orden público, seguridad pública o salud 
pública.

La aprobación de la citada Directiva 2004/38/CE, de 29 de abril de 2004, hizo 
necesario proceder a incorporar su contenido al ordenamiento jurídico español, mediante 
el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia 
en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros 
Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.

Dicho Real Decreto 240/2007 regula las condiciones para el ejercicio de los derechos 
de entrada y salida, libre circulación, estancia, residencia, residencia de carácter 
permanente y trabajo en España por parte de los ciudadanos de otros Estados miembros 
de la Unión Europea y de los restantes Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo, así como las limitaciones a los derechos anteriores por razones de 
orden público, seguridad pública o salud pública.

Sin embargo, la experiencia práctica en aplicación del Real Decreto 240/2007 ha 
evidenciado la necesidad de proceder a la modificación de algunos de sus artículos en orden 
a reforzar la conexión de su interpretación con el contenido de la Directiva 2004/38/CE a 
través de los mismos, así como con los criterios establecidos por el Tribunal Supremo en 
su sentencia de 1 de junio de 2010, por la que se anulan diversos apartados de artículos 
del Real Decreto 240/2007.

A dichos efectos, por el presente Real Decreto se procede a la modificación de los 
artículos 8.4, 9.4, 15.2 y 18.2 del Real Decreto 240/2007, así como a la adición de un 
nuevo apartado 5 en el artículo 9 y un nuevo apartado 4 en el artículo 14.

El presente Real Decreto ha sido sometido a trámite de audiencia e informado por el 
Foro para la Integración Social de los Inmigrantes y por la Comisión Interministerial de 
Extranjería.

En su virtud, a propuesta de los titulares de los Ministerios de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, del Interior y de Trabajo e Inmigración, con la aprobación previa del 
Vicepresidente del Gobierno de Política Territorial y Ministro de Política Territorial y 
Administración Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 18 de noviembre de 2011,

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
01

1-
18

59
8



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 285 Sábado 26 de noviembre de 2011 Sec. I.   Pág. 126062

DISPONGO:

Artículo único. Modificación del Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre 
entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados 
miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo.

El Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y 
residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de 
otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, queda 
modificado en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 8, que queda redactado como sigue:

«4. La expedición de la tarjeta de residencia de familiar de ciudadano de la 
Unión deberá realizarse en el plazo de los tres meses siguientes a la presentación 
de la solicitud. La resolución favorable tendrá efectos retroactivos, entendiéndose 
vigente la situación de residencia desde la fecha acreditada de entrada en España 
siendo familiar de ciudadano de la Unión.»

Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 9, que queda redactado como sigue:

«En el caso de nulidad del vínculo matrimonial, divorcio o cancelación de la 
inscripción como pareja registrada, de un nacional de un Estado miembro de la 
Unión Europea o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico 
Europeo, con un nacional de un Estado que no lo sea, éste tendrá obligación de 
comunicar dicha circunstancia a las autoridades competentes. Para conservar el 
derecho de residencia, deberá acreditarse uno de los siguientes supuestos:

a) Duración de al menos tres años del matrimonio o situación de pareja 
registrada, hasta el inicio del procedimiento judicial de nulidad del matrimonio, 
divorcio o de la cancelación de la inscripción como pareja registrada, de los cuales 
deberá acreditarse que al menos uno de los años ha transcurrido en España.

b) Otorgamiento por mutuo acuerdo o decisión judicial, de la custodia de los 
hijos del ciudadano comunitario, al ex cónyuge o ex pareja registrada que no sea 
ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea ni de un Estado parte en el 
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.

c) Existencia de circunstancias especialmente difíciles como:

1.º Haber sido víctima de violencia de género durante el matrimonio o la 
situación de pareja registrada, circunstancia que se considerará acreditada de 
manera provisional cuando exista una orden de protección a su favor o informe del 
Ministerio Fiscal en el que se indique la existencia de indicios de violencia de 
género, y con carácter definitivo cuando haya recaído resolución judicial de la que 
se deduzca que se han producido las circunstancias alegadas.

2.º Haber sido sometido a trata de seres humanos por su cónyuge o pareja 
durante el matrimonio o la situación de pareja registrada, circunstancia que se 
considerará acreditada de manera provisional cuando exista un proceso judicial en 
el que el cónyuge o pareja tenga la condición de imputado y su familiar la de posible 
víctima, y con carácter definitivo cuando haya recaído resolución judicial de la que 
se deduzca que se han producido las circunstancias alegadas.

d) Resolución judicial o mutuo acuerdo entre las partes que determine el 
derecho de visita, al hijo menor, del ex cónyuge o ex pareja registrada que no sea 
ciudadano de un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el 
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, cuando dicho menor resida en 
España y dicha resolución o acuerdo se encuentre vigente.»
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Tres. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 9, con la siguiente redacción:

«5. Cuando las Autoridades competentes consideren que existen dudas 
razonables en cuanto al cumplimiento de las condiciones establecidas en los artículos 
8 y 9, podrán llevar a cabo comprobaciones al objeto de verificar si se cumplen las 
mismas. Dichas comprobaciones no tendrán en ningún caso carácter sistemático.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 14, con la siguiente redacción:

«4. Sin perjuicio de la obligación de los ciudadanos de los Estados miembros 
de la Unión Europea y de los restantes Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo así como de sus familiares de solicitar y obtener el certificado de 
registro o la tarjeta de residencia y sus correspondientes renovaciones, los mismos 
podrán acreditar ser beneficiarios del régimen comunitario previsto en el presente 
Real Decreto por cualquier medio de prueba admitido en Derecho.»

Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 15, que queda redactado como sigue:

«2. Aquellas personas que hayan sido objeto de una decisión de prohibición 
de entrada en España podrán presentar una solicitud de levantamiento de la misma 
en un plazo razonable que será determinado por la Autoridad competente en 
función de las circunstancias concurrentes y que constará en la resolución por la 
que se determine la prohibición de entrada. La solicitud de levantamiento de la 
prohibición de entrada se realizará con alegación de los motivos que demuestren 
un cambio material de las circunstancias que justificaron la prohibición de entrada 
en España. En todo caso, dicha solicitud podrá ser presentada transcurridos tres 
años desde la ejecución de la decisión de prohibición de entrada en España.

La Autoridad competente que resolvió dicha prohibición de entrada deberá 
resolver dicha solicitud en un plazo máximo de tres meses a partir de su presentación.

Durante el tiempo en el que dicha solicitud es examinada, el afectado no podrá 
entrar en España.»

Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 18, que queda redactado como sigue:

«2. Las resoluciones de expulsión deberán ser motivadas, con información 
acerca de los recursos que se puedan interponer contra ellas, plazo para hacerlo y 
autoridad ante quien se deben formalizar, así como, cuando proceda, del plazo 
concedido para abandonar el territorio español.

Las resoluciones de expulsión establecerán un plazo para abandonar el 
territorio español, que sólo podrá ser excepcionado en los supuestos en que 
concurra alguna de las circunstancias mencionadas en el artículo 17.1.

Excepto en casos urgentes, debidamente justificados, dicho plazo no podrá ser 
inferior a un mes a partir de la fecha de notificación. En todo caso, la decisión 
adoptada sobre la duración del plazo no podrá suponer impedimento para el control 
de la resolución de expulsión en vía administrativa y/o judicial.»

Disposición final primera. Título competencial.

Este Real Decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.2.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre inmigración.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 18 de noviembre de 2011.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de la Presidencia,
RAMÓN JÁUREGUI ATONDO cv
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